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    INTRODUCCIÓN



     


    Los últimos meses han sido de una gran intensidad política en Cataluña. El procés entraba en la fase final de su trayecto y lo hacía provocando multitud de anomalías políticas, jurídicas, sociales y económicas. En el mes de septiembre asistimos a la aprobación de dos leyes en el Parlament, la de referéndum y la de transitoriedad, que suponían por su procedimiento y su contenido la ruptura institucional unilateral con el Estado constitucional español. Entre los días 6 y 9 de ese mismo mes se vivieron en la Cámara catalana escenas que sorprendieron a propios y a extraños y que generaron numerosas preguntas sobre la legitimidad del proceso, sobre su legalidad y sobre sus efectos jurídico-políticos. A partir de aquel momento, los acontecimientos se fueron sucediendo a un ritmo vertiginoso. Así, el 1 de octubre asistimos a la celebración de un referéndum ilegal y sin ninguna validez jurídica pero con un enorme impacto social y mediático, que consiguió un enorme eco internacional gracias, en gran parte, a la mala gestión policial de aquella jornada.


    Movido por un supuesto mandato popular pero consciente de las consecuencias que una declaración unilateral podía acarrear, el día 10 de octubre el president Puigdemont hizo una, digamos, DUI con efectos diferidos. El Gobierno de Rajoy cada vez se veía más tensionado por la deriva de las instituciones catalanas, y a su vez parecía estar más cerca la aplicación del artículo 155 de la Constitución española. Esta situación de absoluta inseguridad acabó provocando lo que desde el Govern se había negado reiteradamente: la fuga de empresas fuera de Cataluña. Un punto de inflexión fue, sin duda, el anuncio de La Caixa de trasladar su sede social a Valencia. Esta decisión fue acompañada por la de otras grandes entidades financieras y empresas muy ligadas al tejido económico de Cataluña. Lo que en el momento fue visto como la escenificación del rechazo del mundo económico a la unilateralidad, está pendiente de análisis para valorar las consecuencias que tales salidas tendrán para la economía catalana en el medio y largo plazo.


    En todo caso, y pese a tener en contra al sistema jurídico-político estatal, a los grandes nombres de la economía catalana, y a las instituciones europeas, Puigdemont declaró la independencia unilateral de Cataluña en una sesión parlamentaria caótica, de la que se ausentaron varios grupos parlamentarios y en la que, pese a la supuesta trascendencia del momento, todos los participantes sabían de la ineficacia absoluta de aquella nueva puesta en escena del independentismo. Aquella decisión empujó a que el artículo 155 fuera finalmente autorizado por el Senado y aplicado por el Gobierno de Mariano Rajoy. Se convocaron las elecciones para el 21 de diciembre de 2017, se cesó a todos los miembros del Govern y se dio por finalizada la legislatura. Poco después, Puigdemont huía a Bélgica con cuatro de sus consellers, mientras que el resto del Gobierno cesado se quedaba en Cataluña, para pasar, poco después, a disposición judicial.


    Hemos asistido, sin duda, a algunas de las semanas más trepidantes de la historia reciente de Cataluña y España, dejándonos escenarios absolutamente inéditos para nuestro sistema. Desde Agenda Pública hemos pretendido explicar cada uno los hechos y sus consecuencias a partir del análisis de nuestros expertos juristas, politólogos, sociólogos y economistas. En un momento de enorme polarización política y mediática, nuestros análisis han intentado aportar datos y argumentos para entender lo que nos estaba sucediendo: la realidad necesitaba de un contexto analítico al que hemos pretendido contribuir con expertise, rigor y multidisciplinariedad. Ahora, disfruten de la lectura.


     


    ARGELIA QUERALT JIMÉNEZ


    Directora editorial de Agenda Pública


    Profesora de Derecho Constitucional de la Universidad de Barcelona

  


  
     


    1. LA DEMOCRACIA NO ES LA LEY DEL MÁS FUERTE



    Argelia Queralt, profesora de Derecho Constitucional de la Universidad de Barcelona


     


    Ya «tenemos» ley del referéndum para la autodeterminación en Cataluña. Lo que hace unos meses habría sido una alegría para algunos —considerábamos que una consulta sobre el encaje de Cataluña en España era un instrumento para la solución del conflicto creciente entre ambas—, se convirtió en la culminación de un engaño. Ello porque creíamos en un referéndum, pero no en cualquier referéndum, sino en uno legal y pactado con el Estado y que, por ello, estuviera rodeado de la máxima legalidad y legitimidad interna e internacional. La ley aprobada por el Parlament no reúne ninguna de estas características.


    La pasada semana se vivieron en estos días oscuros, muy especialmente el 6 de septiembre, pues en este día la mitad de la ciudadanía de Cataluña quedó excluida de un debate trascendental. Fue un día largo, en el que se incurrió en diversos y graves incumplimientos no ya de la Constitución española y de la legalidad estatal, sino también del Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006 y de la legalidad catalana, y en el que se obviaron el Reglamento del Parlament y la función cuasi constitucional del Consejo de Garantías Estatutarias. Se negó la palabra de forma reiterada a los diputados y diputadas de la oposición y finalmente se aprobó la ley con 72 votos a favor de dos grupos, 11 abstenciones y, sin que estuvieran presentes por propia voluntad, 52 diputados y diputadas que, no olvidemos, también representan al pueblo de Cataluña. Lo que sucedió el día 6, y también el 7, es la consecuencia de forzar y saltarse las leyes con el fin último, y sin pensar mal, de querer declarar la independencia sí o sí.


    Llevamos años quejándonos de que el Partido Popular con su mayoría absoluta ha actuado como un rodillo en el Congreso de los Diputados, aprobando leyes, también orgánicas, sin el respaldo de ningún otro grupo. Nos quejamos amargamente cuando el PSOE, tras pactar con el PP, aprobó sin debate una reforma constitucional a través del procedimiento de urgencia. Estos son solo algunos ejemplos. Y nos quejamos con razón, porque la democracia moderna no es solo la confrontación entre una mayoría y una minoría, sino un sistema jurídico en el que se garantiza que una y otra puedan participar en el proceso de toma de decisiones, y que afloren todos los intereses presentes en un Parlamento que, no lo olvidemos, es el órgano en el que reside la representación del pueblo y/o de la ciudadanía. Esta es la esencia del procedimiento legislativo. En ocasiones nos solemos referir a este como algo tedioso, la suma de fases, trámites y plazos. Sin embargo, todos esos episodios parlamentarios están llamados a permitir que la ciudadanía, a través de sus representantes, conozca las diferentes propuestas legislativas, y que estos puedan estudiarlas, debatirlas, enmendarlas y, en su caso, mejorarlas. Asimismo, este procedimiento sirve como instrumento de publicidad y control, dado que permite a los representados, la ciudadanía, conocer y valorar la labor de sus representantes en una democracia como la nuestra.


    El día 6 asistimos a la aprobación de una ley por el trámite de urgencia (permitido por una reforma del Reglamento del Parlament hecha con la intención de aprobar esta ley, por cierto). El procedimiento de urgencia es un método normativamente autorizado y utilizado con cierta frecuencia por los parlamentos, a veces de forma excesiva. En este caso, la tramitación de urgencia supuso la práctica eliminación del debate entre los grupos y de la posibilidad de que la oposición planteara sus puntos de vista ante un texto que no podía aprobarse con las reglas de juego existentes, como habían puesto de manifiesto el secretario general y el letrado mayor del Parlament.


    En este escenario, no asistimos a un ejercicio de filibusterismo; por contra, los diputados y diputadas de la oposición, así como sus portavoces en la Junta de Portavoces, no hicieron otra cosa que ejercer sus derechos fundamentales como representantes de la ciudadanía, reconocidos por la Constitución, y también por el Estatuto de Autonomía y el Reglamento del Parlament, y pusieron de manifiesto la improcedencia del texto debatido. Pese a lo que se derive de la actuación de la mayoría absoluta parlamentaria, que no social, la democracia no es la ley del más fuerte; si fuera así, no haría falta un Estado de derecho. Por ello, el juego de las mayorías y minorías debía haber quedado visualizado con claridad y respetado en el proceso de elaboración y debate de una ley de enorme trascendencia jurídica y política que culminaba la ruptura institucional de Cataluña con el régimen constitucional español. Si los independentistas en el Parlament querían acabar con un sistema al que tildan de no democrático, deberían haber dado una lección de corrección democrática. No solo no lo hicieron, sino que decidieron actuar sin la más mínima compostura parlamentaria y el mínimo respeto a los derechos de las minorías (muy mayoritarias) del legislativo catalán.


    Se aprobó por último una ley sin encaje en ninguna legalidad vigente (ni siquiera la pretendida nueva legalidad catalana: la ley de transitoriedad fue aprobada dos días después), sin amparo en ninguna de las normas que cita en su preámbulo (ni en la Constitución ni en los tratados internacionales válidos por estar ratificados por España), y que contaba con el respaldo mayoritario del Parlament pero no de la mayoría social. Una ley que no hace ningún bien al legítimo proyecto independentista y que rompe con los que creímos en el derecho a decidir. Y, lo peor de todo, que no soluciona nada. Si la ley del referéndum pretendía ser la salida a la desidia política del ejecutivo español hacia Cataluña, los independentistas se han equivocado. La independencia de verdad no llegará a través de rupturas unilaterales sin cobertura constitucional, y que hoy han perdido los escasos apoyos internacionales que pudiera haber atesorado. Así no.


     


     


    2. LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 155 DE LA CONSTITUCIÓN


    Eduard Roig, profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Barcelona


     


    La característica principal del instrumento previsto en el artículo 155 de la Constitución, a día de hoy, es la duda sobre su contenido y efectos. No existe al respecto desarrollo legal de tal previsión constitucional, ni jurisprudencia, ni grandes debates o estudios académicos, ni una experiencia comparada mínimamente consolidada. Pero su uso es, por desgracia, una cuestión de actualidad. No valoraré aquí por qué hemos llegado a esta situación ni sus alternativas, sino que me dedicaré en exclusiva a cuál puede ser su contenido y su eficacia. El procedimiento no plantea grandes dudas (aunque puede poner de manifiesto la escasa representatividad del Senado y su nula vinculación con las instituciones autonómicas), y el presupuesto, el incumplimiento grave de obligaciones constitucionales, es a nuestro juicio patente.


    Que exista ese incumplimiento no implica, sin embargo, la necesaria activación del artículo 155 de la Constitución española. Se trata de un instrumento político, no judicial: el juez debe ejercer sus poderes; el Gobierno y el Senado pueden hacerlo o pueden optar por otras vías que consideren más oportunas para el objetivo último, que es el respeto y la vigencia del sistema constitucional. Al Gobierno, pues, le corresponde la responsabilidad de decidir sobre su uso y, con ella, de alcanzar ese objetivo. Y, como con toda decisión política, la interpretación sobre cómo llegar a él, e incluso sobre su concreta configuración, es polémica: ¿se trata de impedir el referéndum del 1-O o de garantizar un retorno estable (y por ello quizá no inmediato) de las instituciones autonómicas al sistema constitucional?


    En cualquier caso, la Constitución poco nos dice sobre el contenido de las medidas que permite el artículo 155: literalmente, pone a la Administración autonómica (toda o una parte) bajo la dirección política del Estado, lo que implica un desplazamiento del Gobierno autonómico, que es al que le corresponde ese poder de dirección. Mucho se ha discutido sobre si ello implica o no una «suspensión de la autonomía»: creo difícil fijar límites a ese poder sustitutivo en comparación con el gobierno de la Comunidad y, por tanto, con su administración; y no creo que ningún tribunal asuma trazar esa limitación ante un uso concreto del artículo 155 en un momento, por definición, de crisis constitucional. En consecuencia, la sustitución del poder autonómico llegará hasta donde quiera llegar el Gobierno (poco debemos esperar del Senado) y jurídicamente será difícil limitarlo.


    Otra cosa es lo que ocurra con el Parlamento autonómico, pues la eficacia de sus actos ya está sometida al control del Tribunal Constitucional, y ningún poder efectivo detenta directamente sobre la Administración autonómica, por lo que, en mi opinión, la suspensión de esa cámara no entra dentro de las posibilidades que abre el artículo 155. Cuestión más difícil es si la asunción de las facultades gubernamentales va más allá de la dirección de la Administración para llegar a incluir la convocatoria de elecciones autonómicas por parte del Gobierno del Estado.


    El contenido de las medidas sustitutorias debe fijarse en la propuesta que el Gobierno plantea al Senado para activar el instrumento, momento en que podrán valorarse esas medidas siempre que uno y otro no opten por una definición genérica que deje su concreción a las decisiones gubernamentales propias de cada momento: la regularidad de tal proceder será discutible pero, de nuevo, no imagino control efectivo para este.


    Y eso nos lleva a la cuestión, para mí la única relevante, de la eficacia del artículo 155 para el objetivo pretendido. Si el Gobierno plantea su uso, existe ya una grave crisis constitucional, y su consideración prioritaria es resolverla, puesto que ya no puede evitarla. Además, el Gobierno asume directamente la responsabilidad de esa resolución: ya no solicita a los tribunales que actúen (y, por tanto, puede asumir que su actuación sea insuficiente o infructuosa), sino que actúa por sí mismo, y no puede permitirse un fracaso que le deslegitimaría en su posición fundamental de autoridad máxima de dirección política y aplicación efectiva de la ley. Esa es la diferencia entre un conflicto dirimido por la ley (incluso mediante suspensiones de cargos públicos dictados en un incidente de ejecución) y un enfrentamiento entre ejecutivos. Este último es el choque de trenes.


    Por tanto, el Gobierno no puede arriesgarse a «quedarse corto», y sus medidas (desde el principio o de forma progresiva) alcanzarán la intensidad necesaria para ello imponiéndose a cualquier obstáculo o desobediencia. Por esa razón es fundamental valorar si existe una intensidad suficiente para lo que se pretende y si se está dispuesto a llegar a ella, pues en caso contrario el artículo 155 conduce o bien al fracaso, o bien a una escalada inevitable de esa intensidad más allá de lo previsto.


    Lo que nos devuelve a la cuestión inicial: ¿qué se pretende? Impedir el 1-O puede requerir medidas de considerable intensidad o se puede llevar a cabo sin recurrir al artículo 155, en función del grado en que se quiera ejecutarse (desde la inexistencia de urnas hasta una libre votación fragmentaria y sin apoyo institucional). Y esas medidas tienen efectos políticos a medio plazo. Impedido el 1-O, alguien deberá gobernar el 2-O y cada uno de los días siguientes mientras dure la sustitución y tras ella, pues su vigencia es necesariamente temporal. Si el retorno a la normalidad institucional significa la vuelta al conflicto con unas instituciones autonómicas con las mismas pretensiones que las actuales y con igual o mayor apoyo, el artículo 155 habrá servido para impedir el 1-O en el año 2017, pero no para resolver el conflicto ni para acercarse a ello, lo que a nuestro juicio es el objetivo obligado y central de cualquier actuación política responsable. Al Gobierno le corresponde esa valoración, y no quisiera yo estar en su lugar.


     


     


    3. LA PROPORCIONALIDAD POLICIAL EL 1-O


    Miguel Ángel Presno Linera, profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Oviedo


     


    Una de las polémicas que ha generado lo acontecido en Cataluña el pasado 1 de octubre es si hubo una actuación proporcionada de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado al pretender cumplir una serie de medidas vinculadas a prohibir la celebración de una consulta para la que la comunidad autónoma catalana carece, como ha declarado el Tribunal Constitucional, de competencia.


    Para empezar, y para evitar ya conclusiones precipitadas y sin que ello suponga consuelo alguno, no está de más tener presente que episodios de actuaciones desproporcionadas los han protagonizado todo tipo de cuerpos policiales; los Mossos y la Guardia Urbana de Barcelona (recuérdese el desalojo, el 27 de mayo de 2011, de la plaza de Cataluña, con 121 heridos), las policías de Alemania, Italia, Francia (con alguna condena del Tribunal Europeo de Derechos Humanos), Rusia o Turquía (en estos países con diversas condenas de ese mismo tribunal).


    La exigencia de proporcionalidad en cualquier actuación policial, estatal o autonómica, está prevista de manera expresa en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cuyo artículo 5.2.c establece que «en el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance».


    Parece claro, pues, que por la importantísima y difícil función constitucional que cumplen —«tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana» (artículo 104.1 de la Constitución)—, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad están legitimados para el uso de la fuerza y deben actuar con decisión y rapidez, pero, y precisamente porque son profesionales y en un Estado de derecho el fin no justifica los medios, también de forma congruente, oportuna y proporcional. Es obvio que no tienen que «convencer» con métodos dialécticos a un presunto agresor o a quien está destrozando el mobiliario urbano para que deponga su actitud, pero también lo es que no deben dar una paliza a quien ha cometido una infracción administrativa o un delito no violento —mucho menos a quien no ha hecho nada—, pues la «eficacia en la persecución del delito [o de las infracciones administrativas], cuya legitimidad es incuestionable, no puede imponerse, sin embargo, a costa de los derechos y libertades fundamentales» (STC 341/1993, de 18 de noviembre, FJ 8).


    Así pues, ¿qué es lo que deben hacer las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando un grupo numeroso de personas impiden su entrada para dar cumplimiento a una orden judicial de desahucio u otra que les requiere para que se incauten los medios para realizar una consulta que no está amparada por el ordenamiento jurídico? Con arreglo a su ley orgánica deben actuar sin demora «cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable», pero esa rapidez no estará justificada en todo caso y a toda costa si el daño que se pretende evitar es de otra naturaleza; no parece que demorarse o, incluso, no proceder a la incautación de urnas y papeletas provocara un daño grave, inmediato e irreparable y, de hecho, en la mayoría de los «colegios electorales» no se produjo esa incautación, quizá porque se entendió por quienes estaban al mando o ejecutaban la operación policial que no era «oportuno» hacer tal cosa mientras concurrieran determinadas condiciones, o porque llevarlo a cabo a todo costa podría exigir la aplicación de medidas «desproporcionadas», con riesgo para la integridad física de los ciudadanos allí concentrados y de la propia policía.


    La clave, o una de ellas, está entonces en delimitar en qué consiste la «proporcionalidad» de una actuación policial ante concentraciones como las que se produjeron el 1-O, y ello exige, a su vez, tener en cuenta, como ha reiterado el Tribunal Supremo (sentencias del 30 de abril de 1987, 6 de febrero de 1991, 16 de octubre de 1991…), el comportamiento de los concentrados, su permanencia en esa situación y la forma de reaccionar frente a las fuerzas de seguridad. En consecuencia, la intervención policial no debe ser igual ante unos concentrados que reaccionan de manera violenta y atacan a los agentes que ante otros que están sentados y su resistencia es meramente pasiva.


    En definitiva, la proporcionalidad consiste en que actuaciones policiales dirigidas al ejercicio de un deber o en defensa de unos derechos no generen un daño superior al bien que pretenden tutelar. En esta línea, en un caso reciente —Lashmankin y otros contra Rusia, del 7 de febrero de 2017—, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó al Estado demandado por las actuaciones desproporcionadas de sus fuerzas de seguridad —disolución de la masa, arresto de algunos de los asistentes…— ante concentraciones pacíficas, y la condena a Rusia se produjo a pesar de que las manifestaciones fueran declaradas contrarias a derecho por los tribunales nacionales.


    Por tanto, el hecho de que una concentración no sea «legal» no quiere decir que se pueda disolver de manera automática y a cualquier precio. Pero tampoco que si es una reunión es contraria a derecho «no pase nada»: si supone una vulneración de la ley orgánica reguladora del derecho de reunión o de protección de la seguridad ciudadana se podrá abrir un expediente administrativo sancionador que tal vez desemboque en multas extraordinariamente cuantiosas.


    A la vista de las imágenes, al menos de muchas de ellas, de lo ocurrido el 1-O parece, desde un punto de vista técnico-jurídico, que buena parte de la actuación policial fue proporcionada, pero también se pueden detectar varios casos en los que no existió esa debida proporción, por lo que habría que exigir las correspondientes responsabilidades.


     


     


    4. LAS OPCIONES DEL SECESIONISMO CATALÁN ANTE LA UNIÓN EUROPEA



    Carlos Closa, profesor de investigación del Instituto de Políticas y Bienes Públicos del CSIC


     


    El argumentario de los secesionistas catalanes se ha construido sobre tres premisas explícitas que se refieren al papel de la Unión Europea. Por una parte, asumen que, entre España y aquellos, la Unión Europea trataría en pie de igualdad las demandas de unos con las posiciones de la otra; de ahí que las voces de varios actores políticos, incluyendo la alcaldesa de Barcelona Ada Colau, el conseller de asuntos exteriores Raúl Romeva, e incluso el Grupo Verde del Parlamento europeo coincidieran, en fechas previas al 1-O, en su petición de mediación a la Comisión Europea. Y, en efecto, después de los lamentables sucesos del 1-O, el Govern ha pedido formalmente la mediación europea. Por otra parte, los secesionistas asumen que una hipotética Cataluña independiente tendría opciones de adherirse a la Unión Europea incluso en el caso de una ruptura unilateral, o que, por último, podría mantener su pertenencia en todo momento en el caso de una secesión pactada con el Estado español.


    Ninguna de las premisas se sostiene con una interpretación mínimamente rigurosa del Tratado de Lisboa. En primer lugar, la Comisión en particular y la Unión Europea en general están obligadas a respetar la integridad territorial de sus estados y el ejercicio de las funciones esenciales de los mismos, incluyendo el orden público y el mantenimiento de la seguridad. De ello se deriva que la actuación de la Comisión sin el consentimiento expreso de las autoridades españolas vulneraría el reglamento común. Los secesionistas esgrimen en contra que esas mismas autoridades podrían estar violando los valores del artículo 2, en específico conculcando derechos de asociación y libertad de expresión, y apelan al respeto del valor de la democracia contenido en el mismo lugar para justificar la intervención de la UE. Como este último argumento fundamenta la propuesta sobre la compatibilidad de la secesión unilateral con la adhesión europea, me referiré a él a continuación.


    La validez y legitimidad de la ruptura unilateral en el marco comunitario la construyen sus defensores apelando al principio democrático: dado que la Unión Europea acepta este valor, deducen un deber de reconocer, por lo tanto, una decisión democrática (mayoritaria) de una población. Sin embargo, ninguno de los que proponen esta tesis ha explicado de dónde proviene la obligación por parte de una entidad política de reconocer los efectos que sobre ella tienen decisiones tomadas por un grupo si estas no han sido establecidas de antemano. Téngase en mente la suerte que corrió la decisión tomada en referéndum por los ciudadanos griegos de no aceptar los términos de su rescate, y compárese con el referéndum del Brexit, amparado por una disposición explícita en los tratados.


    El contrargumento más habitual a la invocación del principio democrático apela al principio de legalidad (inserto en la noción más amplia de Estado de derecho). De nuevo, autores próximos a las tesis secesionistas[1] sostienen que, en caso de oposición entre ambos valores (sic), laUnión Europea tendría que arbitrar una solución. Esto contradice la naturaleza propia de la Unión, que descansa sobre una comprensión integral de sus valores, esto es, no se conciben por separado, y mucho menos en oposición. La Comisión europea se ha encarado con los gobiernos húngaro (desde 2012) y polaco (desde 2015), los cuales han acometido proyectos de reforma «iliberales» (Orban dixit) apelando, precisamente, a su mayoría electoral (democracia), y, para ello precisamente, la Comisión ha invocado el respeto al «Estado de derecho»: la existencia de una mayoría electoral no permite conculcar principios esenciales del ordenamiento comunitario, como el respeto por el Estado de derecho. Suponiendo, como ejercicio intelectual, que la Comisión se prestase al ejercicio de arbitrar entre principios, la pretendida secesión unilateral tendría que satisfacer el test de legalidad, y las leyes del Parlamento catalán sobre las que se basa ese proceso (como la ley de referéndums y la de transitoriedad) tendrían que enfrentarse a un test de compatibilidad con los estándares europeos. En este sentido, la Comisión de Venecia ya ha manifestado (informalmente, dado que ninguna autoridad española lo ha solicitado) la necesidad de cumplir con la Constitución y la legalidad. Que un órgano independiente certifique como compatible con el principio de legalidad una ley que viola no solo la Constitución sino el propio Estatuto de Autonomía catalán, que ha sido adoptado mediante un procedimiento de dudosa validez en cualquier otro entorno y burlando las recomendaciones del propio Consejo de Garantías Estatutarias, es más que dudoso; eso sí, este es un examen que los secesionistas deberían estar dispuestos a pasar.
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